Informe semanal (5-11 julio 2010)
· Reunión con Laura Chinchilla. El pasado jueves la fracción del Frente Amplio se reunió con la presidenta, como parte de las reuniones que el gobierno ha estado solicitando con todas las fracciones legislativas. Me acompañaron la compañera del despacho María Eugenia Román y el compañero Rodolfo Ulloa por el Comité Ejecutivo Nacional. Nuestra participación en esta reunión se llevó a cabo en los términos discutidos y acordados en la sesión de la Comisión Política FA realizada el sábado 10 de julio. 
· El Gobierno habló de las cuatro áreas o consejos en los que está organizando su trabajo (desarrollo social, ambiente y energía, seguridad y competitividad), aunque el tema central de la reunión fue la Ley de Electricidad, dejando de lado propuestas en otras áreas. Nosotros reiteramos nuestra total oposición a este proyecto y lamentamos que el Gobierno siga por la vía de la privatización de servicios públicos, en vez de darle prioridad a temas sociales, relegados por tantos años, como el freno de la creciente desigualdad social. Advertimos que sin una reforma fiscal que ponga a pagar tributos a los ricos, a los banqueros privados, el Estado no contará con los ingresos necesarios para resolver el problema de la seguridad ciudadana, ni para financiar la “red de cuido” o el programa “avancemos” ni cualquier otro programa social. Por eso, creemos que es un error bloquear la Asamblea con el proyecto de privatización eléctrica, una ley innecesaria, que desmantela el sector eléctrico del ICE, que daña a las cooperativas, que encarece la electricidad y que promoverá mayor destrucción de nuestros ríos y daños ambientales para que los cogeneradores privados sigan haciendo clavos de oro. Un proyecto que no es prioridad para ningún costarricense, salvo los hermanos Arias y sus socios interesados en la exportación de electricidad.   
· Otros temas tratados en la reunión. Reiteramos nuestro rotundo rechazo al permiso de ingreso de barcos militares promovido por el Gobierno. Hablamos de los grandes riesgos, además de los evidentes excesos y abusos cometidos en el permiso. La presidenta ofreció revisar el tema, aunque no asumió compromisos concretos. 
· Insistimos en el problema de la minería a cielo abierto. Aquí el Gobierno, se comprometió a revisar proyecto para prohibir esta actividad y permitir que avance su trámite. 
· También hay un compromiso de apoyo a la Reforma Procesal Laboral. Permitir que el proyecto sea dictaminado en comisión y llegue al Plenario lo antes posible. 
· En relación con la Ley de Autonomía Indígena todavía no hay definición de si el Gobierno apoyará o no el proyecto. Algo relevante es que la presidenta reconoció que están estudiando si esto proyecto “podría dificultar la construcción de proyectos estratégicos como el PH Diquís.”     
·  
· Plenario. Permiso de ingreso de barcos militares. Durante esta semana se siguió discutiendo el nefasto permiso para el ingreso de los barcos militares. Detectamos varios errores en el texto del convenio de patrullaje conjunto, como el hecho de que este podría estar vencido o, bien, que le introdujeron modificaciones sin que los cambios hayan sido debidamente aprobados. El presidente de la Asamblea emitió una resolución intentando maquillar y minimizar estos errores.   Junto con otros diputados apelamos la resolución. Sin embargo, la apelación fue rechazada por la coalición de gobierno LI-LI (más los que se dicen cristianos) 
· Acción de inconstitucionalidad contra el ingreso de barcos militares. Hemos terminado una acción de inconstitucionalidad contra el permiso para establecer una base militar estadounidense en Costa Rica. La acción será presentada hoy o mañana a más tardar. En ella se impugna la violación al artículo 12 de la Constitución que prohíbe el ejército y establece claramente que el mantenimiento del orden es una función de la policía civil, violación al derecho a la paz y a los principios de no militarización y neutralidad perpetua, violación al propio convenio de patrullaje que solo permite la participación de autoridades policiales y no militares estrictamente, violación al derecho de acceso a la justicia del pueblo costarricense, violación de la obligación del Estado de proteger el ambiente y los bienes públicos, entre muchos otros.  
·  
· Ley de Marinas declarada inconstitucional. Por tercera vez la Sala Constitucional le dio la razón a la fracción legislativa del Frente Amplio en una consulta presentada contra el proyecto para facilitar la instalación de marinas y atracaderos de yates de lujo, privatizando las playas nacionales y expulsando a los pobladores locales. Esta vez la Sala encontró errores de procedimiento en el trámite del proyecto que obligan a repetir la votación en primer debate, frenando la aprobación de este proyecto. Para más información ver: http://www.elpais.cr/articulos.php?id=28373
· Aumentazo salarial de diputados también es inconstitucional. La Sala IV también habría resuelto favorablemente otra consulta que presentamos –junto con varios diputados de otras fracciones- sobre el trámite legislativo del aumentazo salarial de los diputados. El rechazo del proyecto habría sido por errores de procedimiento, sin entrar a ver el fondo del mismo. Esto es muy importante, porque en el Frente Amplio insistimos en el carácter totalmente arbitrario y abusivo del procedimiento de vía rápida (208 bis) aplicado al aumentazo. Un procedimiento que lesionó garantías democráticas básicas como el principio de publicidad y el derecho de participación de las minorías. Como dijimos hace un mes, el fracaso de este procedimiento es un precedente valioso frente a futuros intentos de aplicar la vía rápida a otros proyectos impopulares.  
·  
· Estado obligado a incluir ciclovías en nuevas carreteras. Aprobada propuesta del Frente Amplio. La Asamblea aprobó una moción presentada por el Frente Amplio al proyecto de ley de aprobación de un préstamo para la construcción de varias obras de infraestructura vial (expediente 17.617) La moción aprobada establece la obligación del Estado de incluir el diseño y la construcción de ciclovías en las nuevas carreteras que se diseñen o construyan en el futuro con los recursos de este préstamo. Sin duda es un logro que a mediano plazo contribuirá a mejor la seguridad, la salud y la calidad de vida de la gente, promoverá ciudades más amigables y accesibles, y el desarrollo de medios de transporte alternativos a la contaminación con hidrocarburos. 
· La aprobación de esta propuesta es solo un primer paso, pues queda pendiente la fiscalización para garantizar que el Gobierno cumpla con esta obligación, además del reto de una transformación integral de nuestro sistema de transporte urbano, ineficiente, contaminante y colapsado.   
· El préstamo fue aprobado por unanimidad en primer debate el jueves pasado. Además de la moción sobre las ciclovías fueron aprobadas e incluidas en el proyecto otras mociones del Frente Amplio también de gran importancia, como por ejemplo, controles para evitar actos de corrupción y abusos en consultorías con los recursos del préstamo, o la inclusión de un mecanismo de control cruzado para garantizar que todo contratista que pretenda beneficiarse con recursos del préstamo tenga la obligación de estar al día con la CCSS y con el pago de impuestos.
· Por último el Plenario aprobó nuestra propuesta para que se elimine el artículo que pretendía rebajar arbitrariamente la garantía ambiental que deben depositar los constructores para asegurar que cumplirán con sus compromisos de no dañar el ambiente. El Gobierno pretendía reducir este importante requisito sin ninguna justificación técnica, sentando un peligroso precedente. En el Plenario denunciamos que esa rebaja desprotegía el ambiente en casos como el daño causado al acuífero Barva en la construcción de la vía a Caldera. Al final la fracción del PLN desistió del intento y aceptó aprobar nuestra moción para mantener la garantía ambiental tal y como está en la ley.
·           
· Control Político. Denuncia por cambios en INAMU que debilitan protección de mujeres. La Defensoría de los Habitantes acogió y nos dio la razón en una denuncia que presentamos durante la visita de la Defensora por una directriz emitida por la Presidencia Ejecutiva del INAMU que limita la capacidad de las abogadas de esa institución de dar asistencia legal efectiva a las mujeres que presentan reclamos por violencia o discriminación. La directriz es una “leguleyada” que le estaría quitando a las mujeres de escasos recursos que sufren violencia uno de los pocos espacios de apoyo legal que hoy tienen. La Defensoría pide revisar la directriz. Desde el Frente Amplio seguiremos presionando al Gobierno para que modifique esta decisión y más bien fortalezca la protección y la asistencia a las mujeres.
· Denuncia por imposición de salario único en el Banco Popular. Desde la fracción legislativa también apoyamos una denuncia presentada por el Sindicato de Trabajadores del Banco Popular sobre un intento de las autoridades del banco para imponer el salario único y otros recortes de derechos laborales, sin diálogo ni consulta previa con las y los trabajadores. Por el momento las autoridades del banco parecen haber desistido del intento.    
·  
· Proyectos en Comisiones. Minería y Reforma Procesal Laboral. No fue posible avanzar con el dictamen de estos proyectos, por lo que quedarán para después del receso legislativo (a partir del 19 de julio) En el caso de la reforma para prohibir la minería metálica a cielo abierto el proyecto enfrenta el sabotaje de los libertarios, quienes como es normal, defienden los intereses de las trasnacionales mineras. 
· En el caso de la reforma procesal laboral, siguen los intentos de las cámaras por desconocer los acuerdos alcanzados con los sindicatos, en temas claves como el porcentaje mínimo de participación para que una huelga sea declarada legal. Hoy el Código de Trabajo exige un 60% de trabajadores, lo que es excesivo y ha sido calificado por la OIT como violatorio de los convenios que regulan este derecho. El proyecto baja el requisito a un 50%, que sigue siendo alto, pero es una mejora. Esto lo habían aceptado las cámaras, sin embargo, ahora están intentando desconocer el acuerdo alcanzado.
· Reunión y trabajo conjunto con Coordinadora de Sindicatos Bananeros (COSIBA) La fracción del Frente Amplio iniciará un proceso de trabajo conjunto y acompañamiento de las luchas de los/as trabajadores/as organizados/as de bananeras y demás plantaciones agrícolas. Le daremos atención prioritaria a la defensa de los derechos laborales y la libertad sindical de este sector que sufre tanta explotación en nuestro país. Para ello nos reunimos el pasado jueves 9 de julio con representantes de COSIBA y acordamos una serie de acciones como la elaboración de un proyecto de ley específico para fortalecimiento de derechos laborales en este sector, así como el trámite de varias denuncias por incumplimiento en el pago de salarios mínimos, discriminación salarial, prácticas antisindicales, entre otros. Coordinará este trabajo el padre Gerardo Vargas. 
·  
· Giras y visitas a comunidades. Reunión con asociación Pro Hospital de Cartago. El viernes 9 de julio nos reunimos con los compañeros/as de la asociación que promueve la construcción de un nuevo hospital para Cartago. Además de reiterar al apoyo de nuestra fracción legislativa a esta justa lucha del pueblo cartaginés, analizamos y discutimos varias propuestas legislativas para financiar la compra del terreno para el nuevo hospital.
NOTA: Durante la semana del 12 al 18 de julio la Asamblea Legislativa estará en receso, por lo que esa semana no habrá informe semanal.      
Saludos cordiales,
José María Villalta
